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De ningún modo se me escapa que la temática que nos disponemos a encarar luce, en principio, con el agrio saber de cuanto, en alguna medida, tiene limitada relevancia. Sin embargo, he de procurar poner de manifiesto que no es así, tanto más porque confío en la comprensión de una audiencia como la vuestra, habituada a compartir los avatares en medio de los cuales se desenvuelve toda administración pública en cualquier país.

Un punto de partida indispensable en esta materia es el de tener conciencia de la importante gravitación que, en nuestro tiempo, tiene la demanda de bienes y servicios por parte del Estado, destinada a satisfacer las llamadas necesidades públicas, tan diversas, tan polifacéticas.
He ahí una realidad no susceptible de ser controvertida, y que se traduce –en cuanto a nuestro tema concierne– en la presencia significativa de tal demanda en el mercado, en proporciones que han crecido notablemente a partir de las épocas –léase primeras décadas del siglo XX– en que se hizo preciso  abandonar la actitud del Estado-gendarme, para asumir la del que  requiere contemplar su responsabilidad en muchas otras facetas del bienestar de la comunidad.
Bien sabemos que nada de cuanto señalamos hasta aquí deja de ser perogrullesco, pero lo hicimos, con deliberado propósito, para avanzar en la toma de conciencia de que el fenómeno descripto tiene delicadas  aristas como las de poner en juego las conductas de quienes, en ejercicio de facultades otorgadas con plena legítimidad por los ordenamientos jurídicos universalmente difundidos, cumplen –en nombre del Estado– la tarea de representarlo, al tiempo de hacer uso de esas facultades para lograr el suministro de la multiplicidad de bienes y servicios  demandables  por el sector público. 

Dentro del derecho comparado, la legislación financiera es sumamente rica en su normativa destinada a contemplar, con mayor o menor detalle,  las vías para lograr ese suministro. Se trata de una tarea nada simple para el legislador, y en el cumplimiento  de esa tarea suelen destacarse algunos aspectos, sobre todo en punto a las modalidades que puede asumir la contratación que, a esos fines, contemple la ley. 

No obstante, por encima de atenerse a las exigencias ínsitas en cada una de  esas modalidades –que en el curso del tiempo han sido perfeccionadas en sus características–, ha venido a prevalecer la idea de que ellas deben estar subordinadas a principios esenciales, cuya aplicación ha de inspirar las conductas a las cuales antes nos  referimos.

Entre esos principios nos permitimos distinguir el relativo a la transparencia, que por momentos se asocia con la buena fe, ambas como requerimientos asociados al quehacer del Estado. Tanto una como otra, en la doctrina  moderna del derecho administrativo, como también en la jurisprudencia,  se han convertido en principios expresamente legislados mediante su  incorporación al ordenamiento jurídico de los países.
Pero antes de ello, ha sido la muy fina sensibilidad de la Santa Sede, con su encíclica Veritatis Splendor –“El esplendor de la verdad”–, pronunciada desde su ilustre magisterio por Su Santidad Juan Pablo II, durante el año 1993. El acápite sobre “La moral y la renovación de la vida social y política”, muy recordado por la doctrina nacional, la encíclica sostiene en su parágrafo 101: “En el ámbito político se debe constatar que la veracidad en las relaciones entre gobernantes y gobernados; la transparencia en la administración pública; la imparcialidad en el servicio de la cosa pública; el respeto de los derechos de los adversarios políticos; la tutela de los derechos de los acusados contra procesos y condenas sumarias; el uso justo y honesto del dinero público; el rechazo de medios equívocos o ilícitos para conquistar, mantener o aumentar a cualquier costo el poder, son principios que tienen su base fundamental –así como su urgencia singular– en el valor trascedente de la persona y en las exigencias morales objetivas de funcionamiento de los Estados. Cuando no se observan estos principios, se resiente el fundamento mismo de la convivencia política y toda la vida social se ve progresivamente comprometida, amenazada y abocada a su disolución”.
Asimismo, cabe otorgar grande relevancia a la jurisprudencia sustentada por nuestro más Alto Tribunal de la República, que en la demanda de la firma “Actuar Agrupación Consultores Técnicos Universitarios Argentinos S.A.”, con fallo del 18 de julio de 2002 (Fallos: 325-1787), invocó en el considerando 16 “una razón de interés general, como lo es aquel que tiene la comunidad en que las gestiones de la administración pública, sean realizadas por sí misma o mediante la colaboración de los particulares, se encuentren presididas por el respeto a la buena fe, a la ética, y a la transparencia que hacen nada menos que a la forma republicana de gobierno”.
A manera de síntesis definitoria, adherimos al concepto de transparencia, expuesto por José Luis Tesoro en un lúcido trabajo –“La informática estatal y la transparencia republicana”–, al decir que tal concepto denota “el deber de los poderes del Estado de exponer y someter al análisis público la información relativa a su gestión, al manejo de los recursos que la sociedad les ha confiado, a los criterios que sustentan sus decisiones, y a la conducta de sus servidores”.

Aparte de otros antecedentes nacionales que ya mencionaremos, son variados los de origen internacional con los cuales, en los últimos tiempos, se verifica que la demanda de transparencia no es sólo, ni meramente, un clamor de ribetes retóricos, sin trascendente relevancia. 
Por lo pronto, compartimos al respecto la certera visión de quien fuera prestigioso tratadista de derecho administrativo, el profesor Julio Rodolfo Comadira, por la cual asignara a la transparencia “el sentido de una expresión sintetizadora de la concurrencia de los principios tradicionales”, esto es, los atinentes a la igualdad, la publicidad y la posibilidad de competencia u oposición entre los interesados en una futura contratación.

En el plano internacional se destaca –provisto de connotaciones que guardan relación, aunque no tan inmediata con la materia que nos convoca– el Código de buenas prácticas sobre transparencia fiscal –y el Manual de transparencia fiscal, que lo complementa–, emitido en la ciudad de Washington el 16 de abril de 1998 por el Comité Provisional de la Junta de Gobernadores del Fondo Monetario Internacional, en respuesta al claro consenso sobre la importancia fundamental del buen gobierno para lograr la estabilidad macroeconómica y un crecimiento de alta calidad y sobre la transparencia fiscal como elemento fundamental del buen gobierno. 
Claro está, por cierto, que es  mucho más pertinente para nuestros fines acudir a la Convención Interamericana contra la Corrupción, aprobada por nuestro país mediante la ley 24.759, del 13 de enero de 1997, y con entrada en vigor el 7 de noviembre de 1997 –que, como es muy sabido, tiene rango constitucional en virtud del artículo 75, inciso 22, de la Constitución nacional–, cuyo artículo III, entre las medidas preventivas, y a los fines de cumplir los propósitos de la propia Convención, prevé que “los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y fortalecer:…5. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado que aseguren la publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas”, todo lo cual entraña, obviamente, la aspiración hacia la transparencia  a la que aludimos con nuestras palabras.
En la legislación comparada cabe citar el caso de la Constitución Federativa del Brasil, del año 1988, en cuyo capítulo VII, concerniente a la Administración Pública, el artículo 37, en su encabezamiento dispone: “La administración pública, directa, indirecta o institucional de cualesquiera de los poderes de la Unión, de los Estados, del Distrito Federal y de los Municipios, obedecerá a los principios de legalidad, impersonalidad, moralidad, y también a lo siguiente”, y, en el detalle pertinente,  su punto XXI, prevé “las obras, servicios, compras y enajenaciones serán contratados mediante proceso de licitación pública que asegure igualdad de condiciones a todos los concurrentes, con cláusulas que establezcan obligaciones de pago, mantenimiento de las condiciones efectivas de la propuesta, en los términos de la ley, lo cual solamente permitirá las exigencias de cualificación técnica y económica indispensables para la garantía del cumplimiento de las obligaciones”. Si bien se podría entender que resulta un tanto impropio de un texto constitucional contemplar con el detalle señalado las características del proceso de licitación pública, es por cierto evidente que ellas entrañan también cumplir con el requisito de la transparencia.
Por su parte, la ley de contabilidad y administración financiera de la República Oriental del Uruguay, en su artículo 131, establece como principios generales de actuación y contralor de los organismos estatales, los de “f) publicidad, igualdad de los oferentes y la concurrencia en los procedimientos competitivos para el llamado y la selección de las ofertas”: otra vez encontramos configurados en esta cláusula los elementos propios de la noción de transparencia.

Igualmente atendible es el importante precedente de la sentencia dictada por el Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea el 12 de julio de 1957, que ha sido decisivo –acota Comadira– “en la consolidación del cuerpo de derecho público comunitario destinado a regir la actividad de la Comunidad al impulsar el desarrollo de un verdadero derecho público común europeo. Así, se han consolidado, a nivel comunitario, los principios de respeto de los derechos fundamentales, de igualdad de trato, de seguridad jurídica y de proporcionalidad, entre otros”.

En este orden de ideas, Roberto Dromi menciona la coincidencia de las normas de la ley 93, en Francia, sobre “Prevención de la corrupción y la transparencia en la vida económica y de los procedimientos públicos”, como también la ley 30, del 26 de noviembre de 1992, vigente en el Reino de España para los procedimientos administrativos.

Sobre la base de esos precedentes, Dromi concluye “que la transparencia, como principio rector de la licitación pública, abarca, respecto del actuar administrativo, el cumplimiento irrenunciable de los principios de legalidad, moralidad, publicidad, participación real y efectiva, competencia, razonabilidad, responsabilidad y control”   
Por lo que concierne a nuestra legislación nacional, debemos reconocer que ella no ha sido omisa en receptar este principio de la transparencia. Ya el derogado decreto 436, del año 2000, en su segundo considerando afirmó, como propósito de las autoridades nacionales, “fortalecer las demandas de transparencia, competitividad y libre concurrencia que en esa materia (se refiere a las contrataciones del Estado nacional) es exigida por el conjunto de la sociedad”.
Con vistas a satisfacer de alguna manera ese principio, su artículo 5° imponía obligatoriamente a las entidades estatales comprendidas en los alcances del propio decreto enviar a la Oficina Nacional de Contrataciones amplia información sobre los procedimientos de contrataciones que ellas llevaran a cabo de conformidad con el régimen aprobado por aquella norma reglamentaria.

Esa disposición del citado artículo 5° del decreto 436 del año 2000 tuvo su correlato en el hoy vigente decreto 893/12 –que derogó al primero, precedido de considerandos que ninguna referencia contienen acerca del principio de transparencia–, cuyo artículo 58 entiende reglamentar el artículo 32 del decreto delegado 1023, del año 2001, que en su texto alude a la finalidad de cumplir con el principio de transparencia, pero este último, en rigor de verdad, se ha de interpretar que al presente comporta la inclusión de tal principio en el ordenamiento jurídico nacional al haber sido formalmente contemplado por el artículo 9° de tal decreto 1023 del año 2001, según el cual:
“La contratación pública se desarrollará, en todas sus etapas, en un contexto de transparencia que se basará en la publicidad y difusión de las actuaciones emergentes de la aplicación de este régimen, la utilización de las tecnologías informáticas que permitan aumentar la eficiencia de los procesos y facilitar el acceso de la sociedad a la información relativa a la gestión del Estado en materia de contrataciones y en la participación real y efectiva de la comunidad, lo cual posibilitará el control social sobre las contrataciones públicas”.

Entre tanto, debemos advertir que reviste carácter complementario de esta última norma la muy importante del artículo 10 de ese  decreto 1023 del año 2001, pues también constituye una significativa consagración legislativa, plenamente vigente en la actualidad, por la cual, con el subtítulo de Anticorrupción,  está dispuesto:

“Será causal determinante del rechazo sin más trámite de la propuesta u oferta, en cualquier estado de la licitación o de la rescisión de pleno derecho del contrato, dar u ofrecer dinero o cualquier dádiva a fin de que:

a) Funcionarios o empleados públicos, con competencia referida a una licitación o contrato, hagan o dejen de hacer algo relativo a sus funciones.

b) O para que hagan valer la influencia de su cargo ante otro funcionario o empleado público, con la competencia descripta, a fin de que éstos hagan o dejen de hacer algo relativo a sus funciones.

c) Cualquier persona haga valer su relación o influencia sobre un funcionario o empleado público, con la competencia descripta, a fin de que éstos hagan o dejen de hacer algo relativo a sus funciones.

“Serán considerados sujetos activos de esta conducta quienes hayan cometido tales actos en interés del contratista directa o indirectamente, ya sea como representantes, administradores, socios, mandatarios, gerentes, factores, empleados, contratados, gestores de negocios, síndicos o cualquier otra persona física o jurídica.

“Las consecuencias de estas conductas ilícitas se producirán aun cuando se hubiesen consumado en grado de tentativa”.  

Y bien: ambos preceptos –los de los artículos 9° y 10 del decreto 1023, del año 2001, que acabamos de transcribir y que rigen incólumes– son aludidos en el considerando séptimo del decreto 893 del año 2012, con el cual ha sido dado el reglamento de aquel decreto 1023 del año 2001: ese considerando séptimo afirma la necesidad de reglamentar este último cuerpo normativo “para coadyuvar al desempeño eficiente de la administración y al logro de los resultados requeridos por la sociedad en materia de transparencia y de lucha contra la corrupción”.
Además, el antepenúltimo considerando del mismo decreto 893/12 reitera que, por intermedio de éste, se “tiende a superar la situación normativa actual, constituyendo un avance hacia la seguridad jurídica y la transparencia en las acciones de la administración pública nacional”.
Cabe fundadamente inferir que esta referencia final a “la transparencia en las acciones de la administración pública nacional” va dirigida a cumplir con lo dispuesto en el artículo 8° de la ley 25.152, de solvencia fiscal, expresamente citada en el artículo 8° del decreto 436, del año 2000, que de ese modo entendió acoger lo requerido, sobre el principio de transparencia, por el artículo 9° del decreto 1023, del año 2001, y por su artículo 32, sexto párrafo. Ello es así no obstante que el decreto 893 del año 2012 no contiene una norma como la del artículo 8° del decreto 436 del año 2000. Quede dicho que aquel artículo 8° de la ley 25.152 enumera, en una larga lista, “la documentación de carácter físico y financiero producida en el ámbito de la administración nacional”, a la cual ella atribuye “carácter de información pública y será de libre acceso para cualquier institución o persona interesada en conocerla”.
En cuanto al artículo 9° de este último decreto, precedido del subtítulo Anticorrupción –que reproduce textualmente el artículo 10 del decreto 1023 del año 2001–, tampoco tiene correlato en el decreto 893 del año 2012, lo cual no impide, como es muy evidente que constituya norma jurídica por completo en vigor: lo afirmamos con ánimo esclarecedor y, en todo caso, para disipar toda suerte de dudas sobre ese particular.
En orden a la temática que preside estas palabras, sin embargo, esa carencia reglamentaria no deja de ser novedosa. 

Anteriormente, hicimos mención, en términos paralelos al principio de transparencia, al de la buena fe, el cual –acaso con mayor frecuencia que con relación al primero– la doctrina y la jurisprudencia han puesto énfasis, especialmente en el sentido de que él es concebible no sólo respecto del derecho común, sino también en el derecho administrativo, para ser aplicado  ante el Estado. 
Un distinguido tratadista español, Jesús González Pérez –entre otros consagrados administrativistas–, ha escrito lúcidas páginas sobre ese particular, en su obra “El principio general de la buena fe en el derecho administrativo” (segunda edición, editorial Civitas, S.A., Madrid, 1983), donde sostiene que tal principio general no sólo tiene aplicación en esa rama del derecho, sino que en tal ámbito adquiere notoria relevancia: “Porque, en efecto –afirma–, la presencia de los valores de lealtad, honestidad y moralidad que su aplicación comporta es especialmente necesaria en el mundo de las relaciones de la administración con los administrados” (páginas 41/42), y concluye que “quizás, no exista vía más eficaz que una aplicación rigurosa del principio de la buena fe”, dotado “de hondo significado ético, exigible en el comportamiento, tanto de los entes oficiales, como de los particulares” (página 43).
Ello se ve corroborado por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en contundentes decisiones. Así, en el mismo precedente del año 2002, al cual aludimos previamente, el Alto Tribunal dijo en el considerando 10, primer párrafo, “el principio cardinal de la buena fe informa y fundamenta todo nuestro ordenamiento jurídico, tanto público como privado, al enraizarlo en las más sólidas tradiciones éticas y sociales de nuestra cultura (Fallos: 312-1725, considerando 10). Dicha premisa sirve de base, a su vez, a otras dos. Por un lado, hace exigible a la administración que no incurra en prácticas que impliquen comprometer los intereses superiores que ella está obligada a preservar (Fallos: 310-2278, considerando 9°). Como contrapartida, el contratista debe comportarse con diligencia, prudencia y buena fe, habida cuenta de su condición de colaborador de la administración en la realización de un fin público”.
Con bastante anterioridad, mediante su fallo del 24 de noviembre de 1988 (Fallos: 311-2385), la Corte Suprema de Justicia se había pronunciado de manera prácticamente idéntica –lo que da muestra del carácter inveterado de su doctrina sobre esta materia–, en los autos “Almacenajes del Plata S.A.C. v. Administración General de Puertos” , cuyo considerando 7°, cuarto párrafo, señaló: “Por lo demás, resulta decisivo subrayar que el principio cardinal de la buena fe rige por igual en el campo del derecho privado y en el del derecho público, por lo que carece de todo asidero pretender retacear su vigencia en el ámbito de este último”.
En otra causa, igualmente vinculada con contratos administrativos, el Alto Tribunal –en los autos “Vicente Robles S.A.M.C.I.C.I.F. c/Estado nacional”, del 30 de marzo de 1993 (Fallos: 316-382)– dijo en los siguientes considerandos:

“7°) Que, en primer lugar, es menester recordar que esta Corte ha sostenido reiteradamente que los contratos deben celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe y de acuerdo con lo que las partes verosímilmente entendieron o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión (Fallos: 311-971 y sus citas)

“8°) Que dicha regla tiene singular importancia en los contratos administrativos, en los cuales se supedita su validez y eficacia al cumplimiento de las formalidades exigidas por las disposiciones legales vigentes en cuanto a la forma y procedimientos de contratación, entre los que se encuentra la licitación pública, que se caracteriza como aquel mediante el cual el ente público invita a los interesados para que, de acuerdo con las bases fijadas en el pliego de condiciones, formulen propuestas entre las que se seleccionará la más conveniente. La ley de la licitación o ley del contrato es el pliego, donde se especifican el objeto de las contrataciones y los derechos y obligaciones del licitante, de los oferentes y del adjudicatario (Fallos: 308-618)”.
Hechas hasta aquí algunas decisivas precisiones conceptuales –destinadas a enfatizar sobre la procedencia de principios sustantivos, en el ordenamiento nacional vigente para las contrataciones públicas en el Estado federal argentino–, nos abocamos a continuación a explicar los rasgos novedosos de esa normativa –algunos de cierta importancia, otros no tanto–, principalmente como consecuencia de ser aprobado el actual reglamento, el varias veces citado decreto 893 del año 2012.  
Su articulo 12 versa sobre el plan anual de contrataciones, y dispone –a diferencia del decreto 436 del año 2000– que la competencia para elaborarlo y enviarlo a la Oficina Nacional de Contrataciones, es de las unidades operativas de tales contrataciones: ellas tienen la responsabilidad primaria, consistente en gestionar los procedimientos de selección pertinentes.
El artículo 17 del reglamento es relativo a la procedencia de la licitación o concurso privados, y su segundo párrafo prevé la hipótesis en que “no fuera posible dirigir el llamado exclusivamente a proveedores” incorporados en el Sistema que los comprende, bien sea por la inexistencia de proveedores en el rubro específico licitado, o por otros motivos: entonces, el organismo contratante puede extender la convocatoria a otros interesados no inscriptos en tal Sistema.
El artículo 33 del reglamento establece que “todos los procedimientos” dispuestos en él “se podrán efectuar en forma electrónica, mediante la utilización de los medios que a tal fin habilite la Oficina Nacional de Contrataciones”. Esa norma es  contundente en lo previsto por los artículos 21 y 22 del decreto 1023 de 2001.

Por el artículo 39 el reglamento prevé, en detalle, sobre los requisitos que deben contener los pedidos de las unidades requirentes de las jurisdicciones o entidades contratantes, sobre los bienes o servicios, a las respectivas unidades operativas de contrataciones.

El decreto 436 del año 2000 no preveía una norma como la del artículo 40 del reglamento, en el sentido de que las jurisdicciones o entidades contratantes, en forma previa a la autorización de la convocatoria, “podrán efectuar el registro preventivo del crédito legal para atender el gasto”, que estuviere contemplado en el presupuesto.  

Según el artículo 43 del reglamento, el pliego único de bases y condiciones generales es aprobado por la Oficina Nacional de Contrataciones; él debe determinar los requisitos mínimos, y debe ser utilizado obligatoriamente por las jurisdicciones y entidades contratantes.

Por el artículo 48 del reglamento, los pliegos de bases y condiciones ya no son suministrados en forma gratuita, sino con el pago de la suma equivalente a su costo de reproducción. 

Para garantizar el cumplimiento del principio de transparencia, el artículo 58 del reglamento prevé la facultad de la Oficina Nacional de Contrataciones para no difundir los procedimientos en los cuales se constate el incumplimiento de plazo de antelación que debe mediar entre la convocatoria y la fecha de presentación de las ofertas.
El artículo 59 no contiene el requisito de haber retirado el pliego de bases y condiciones generales como para poder presentar ofertas, al considerar que se trata de una exigencia limitativa en términos de idoneidad del administrado.
Todo lo concerniente a las muestras susceptibles de ser utilizadas con relación a los contratos, es previsto por el artículo 68 del reglamento, en lugar de dejarlo librado a ser determinadas en el pliego único de bases y condiciones generales.  
El artículo 95 incluye, en el régimen de contrataciones, el muy importante aspecto relativo a verificar –antes de notificar la orden de compra o de firmar el contrato–, por la jurisdicción o entidad contratante, acerca de “la disponibilidad de crédito” en el “registro del compromiso presupuestario”.
El artículo 94 del decreto 436 del año 2000 preveía la posibilidad de rehabilitar un contrato, tras haber vencido un plazo para prorrogarlo. Nada de ello prevé el reglamento actual, por lo que tal rehabilitación es un instituto que no tiene vigencia en la normativa actual.

En su artículo 120 –relativo a la inaplicabilidad de penalidades por caso fortuito o fuerza mayor– incluye, en este último sentido, el supuesto no previsto con anterioridad, “de actos o incumplimientos de autoridades públicas nacionales o de la contraparte pública, de tal gravedad que coloquen al cocontratante en una situación de razonable imposibilidad de cumplimiento de sus obligaciones”.

Entre las opciones a favor de la administración, insertas en  el 124 del reglamento, éste innova al habilitar –previo consentimiento del proveedor– para el aumento o disminución del contrato hasta en un 35%.  
Mediante sus artículos 157 a 170 el reglamento –en forma diferenciada– incluye un capítulo especial sobre “normas específicas para los procedimientos de selección y contratos que se realicen en el exterior”. 

Con relación a la concesión de uso de los bienes del dominio público y privado del Estado nacional, el artículo 180 del reglamento –a diferencia del anterior artículo 153 en el decreto 436 del año 2000–, si bien dispone que la adjudicación ha de recaer en la propuesta que ofrezca el mayor canon, agrega que ello ha de ser así “salvo que en los respectivos pliegos de bases y condiciones particulares se estableciera otro criterio de selección”.
Para el mismo tipo de concesión aludido en el párrafo anterior, el artículo 183 del reglamento, en su inciso j) añade, como obligación del concesionario, “no crear condiciones motivadas por el modo de prestación que generen riesgos a los usuarios de los servicios, mayores a las previsibles y normales de la actividad”.

A su vez, el artículo 186 del reglamento, a las causales de rescisión de la concesión, por culpa del concesionario, agrega en su inciso f): “Cuando el contrato sea transferido en todo o en parte, sin que la misma haya sido autorizada previamente por el organismo contratante”.

Los artículos 194 a 198 forman parte de un capítulo nuevo en el reglamento, el de las compras públicas sustentables: la primera de esas disposiciones encomienda a la Oficina Nacional de Contrataciones desarrollar “mecanismos que promuevan la adecuada y efectiva instrumentación de criterios ambientales, éticos, sociales y económicos en las contrataciones públicas”. 
El artículo 195 legisla sobre criterios de sustentabilidad, y entre ellos incluye lo relativo a “condiciones dignas y equitativas de trabajo y ausencia de trabajo infantil”.

Por el artículo 200 el reglamento incorpora, como nuevas modalidades para las contrataciones, las relacionadas con bienes estandardizados (artículo 219), las basadas sobre precios máximos (artículo 224) y las convenidas en función de acuerdos macro (artículo 225).

Quizá no esté de más referir someramente cada uno de estos modos  novedosos para los contratos administrativos.

· La modalidad de compra de bienes estandardizados –dice el artículo 219– se ha de emplear para adquirir bienes cuyas características técnicas puedan ser inequívocamente especificadas e identificadas, que además tengan un mercado permanente.

· Las contrataciones serán con precio máximo –según el artículo 224– cuando se determine el precio más alto que las jurisdicciones o entidades contratantes podrán pagar por los bienes o servicios requeridos. La Oficina Nacional de Contrataciones es el órgano competente para fijar un precio máximo respecto de las ofertas realizadas de acuerdo con esta modalidad.
· El artículo 225 asigna a la misma Oficina Nacional de Contrataciones llevar a cabo, de oficio o a petición de uno o más organismos, acuerdos marco con proveedores para procurar el suministro directo de bienes y/o servicios a las jurisdicciones o entidades contratantes, en la forma, plazo y demás condiciones establecidas en dicho acuerdo.

El artículo 211 del reglamento, ya en su primer párrafo, dispone no exigir al adjudicatario la garantía de cumplimiento del contrato, contrariamente a lo que preveía el artículo 116, primer párrafo in fine del reglamento anterior. 

Por intermedio del artículo 217 el reglamento prevé que la Oficina Nacional de Contrataciones se ha de encargar para conducir el procedimiento de las contrataciones consolidadas.
Constituye una innovación merecedora de ser puesta de manifiesto la inserta en el artículo 241 del reglamento, dentro de su título IX, sobre el Sistema de precios testigo, en el sentido de que no se ha de recabar el informe que respecto de éstos emite la Sindicatura General de la Nación, cuando la Oficina Nacional de Contrataciones, de acuerdo con el arriba citado artículo 224 del propio reglamento, se hubiese pronunciado al fijar un precio máximo para los bienes o servicios que fuesen requeridos por las jurisdicciones o entidades contratantes.

El artículo 242, inciso 8, del reglamento asigna a la Oficina Nacional de Contrataciones la función de administrar el Sistema de Información de Proveedores, por el cual sea centralizado, en una base de datos, la información relativa a los oferentes que participen en los procedimientos de contratación de la administración nacional, con vistas a vincular dicho Sistema con las bases de datos de otros organismos públicos, en las esferas impositiva, judicial, registral u otras que sean útiles a sus fines.

Entendemos haber dejar expuesto así las características más novedosas del reglamento vigente para el Régimen de contrataciones de la administración nacional, o sea, el establecido por el decreto delegado 1023 del año 2001. Es procedente reconocer que este último, junto con dicho reglamento, configuran al presente un plexo normativo satisfactorio, en tanto contempla, con singular detalle, las muy diversas facetas integradoras del delicado proceso conducente a la celebración de contratos administrativos, donde los intereses de ambas partes contratantes aparecen previstos de manera suficientemente equilibrada. 
Por lo demás, podemos afirmar que de esa manera se han visto contemplados los puntos de vista dominantes, emitidos por la doctrina de los especialistas en derecho administrativo, que han tratado con minucioso examen las diversas aristas relativas a tales contratos, como también la experiencia reunida en el curso de los años mediante la celebración de los contratos de esa naturaleza en el seno de la administración nacional.
Por nuestra parte entendemos haber sido fieles al compromiso que contrajimos al aceptar esta generosa invitación del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Salta, luego de dejar constancia del necesario respeto que debe ser profesado hacia las  dos premisas de índole axiológica, con las cuales consideramos deben estar presididas e inspirar todas las actuaciones de las partes en las contrataciones, tanto el Estado como los administrados que se vinculan con él.  
Nos referimos a la transparencia y a la buena fe: estamos convencidos que la sola carencia de una u otra, se puede traducir en el riesgo de malversar dineros públicos y desatender el interés general. Para evitar ese riesgo, basta  recordar los sapientísimos conceptos de aquel gran Pontífice, Juan Pablo II.
Salta, 29 de mayo de 2013
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